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12.01. CONTROL DE LA C.A.

12. CONTROL DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA

-Por el Tribunal Constitucional         -Por el Gobierno de la Nación

-Por el Tribunal de Cuentas  del Estado          -Por la jurisdicción contencioso-administrativa        

Ver Leyes marco y transferencia y delegación de competencias en distribución de competencias entre el Estado y la C.A.; Tribunal de Cuentas de la C.A. en instituciones de la C.A. y jurisdicción económico-administrativa en Hacienda Pública.

Artículo 42.
Dos. Las normas reglamentarias y los actos 
y acuerdos emanados de los órganos 
ejecutivos y administrativos de la Comunidad 
Autónoma de Canarias serán recurribles en 
la vía contencioso-administrativa, sin 
perjuicio de los recursos administrativos y 
económicos-administrativos que procedan y 
de lo establecido en el artículo ciento 
cincuenta y tres, b) , de la Constitución.

Artículo 81. Control jurisdiccional.  
2. Contra los actos, los acuerdos y las 
normas reglamentarias emanadas de los 
órganos ejecutivos y administrativos de la 
Comunidad Autónoma de las Illes Balears se 
podrá interponer recurso ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa. 

Artículo 43.
Los actos o reglamentos emanados de los 
órganos ejecutivos o administrativos de la 
Comunidad de Madrid, así como el control 
de la legalidad de la actuación administrativa 
y el sometimiento de esta a los fines que la 
justifican, serán, en todo caso, controlados 
por la jurisdicción contencioso-
administrativa.

Artículo 38.
Los actos y disposiciones dictados por los 
órganos ejecutivos y administrativos de 
Navarra serán impugnables ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa, una 
vez agotada la vía administrativa foral.

Artículo 61.
Uno. La competencia de los órganos 
jurisdiccionales radicados en Navarra se 
extiende:
c) En el orden contencioso-administrativo, a 
todas las instancias y grados cuando se trate 
de actos dictados por la Administración 
Foral. Cuando se trate de actos dictados por 
la Administración del Estado en Navarra, se 
estará a lo dispuesto en la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
 

 Artículo 26.
1. La competencia de los órganos 
jurisdiccionales de Canarias se extiende a:
c) En el orden contencioso-administrativo, a 
los recursos que se deduzcan contra los 
actos y disposiciones de las 
Administraciones Públicas, en los términos 
que establezca la Ley Orgánica del Poder 
Judicial.
 

Artículo 24.
Uno. La competencia de los órganos 
jurisdiccionales de la Región se extiende:
c) En el orden contencioso-administrativo, a 
los recursos que se deduzcan contra los 
actos y disposiciones de las administraciones 
públicas, en los términos que establezca la 
Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 41. Control jurisdiccional de 
disposiciones y actos.
3. Las normas reglamentarias, así como los 
actos y acuerdos de los órganos ejecutivos y 
administrativos de la Comunidad Autónoma, 
serán recurribles ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa o, en su caso, 
ante la jurisdicción competente.

Artículo 94. Competencias. 
1. La competencia de los órganos 
jurisdiccionales de las Illes se extiende, en 
cualquier caso: 
b) En el orden contencioso-administrativo, a 
los recursos que se interpongan contra los 
actos y las disposiciones de las 
Administraciones públicas, en los términos 
que establezca la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. 

Artículo 46.
Los órganos jurisdiccionales que ejercen su 
jurisdicción en el ámbito territorial de la 
Comunidad de Madrid extenderán su 
competencia:
b) En el orden contencioso-administrativo, a 
los recursos contra los actos o disposiciones 
de las administraciones públicas y contra las 
resoluciones judiciales que no estén 
atribuidas a las Salas de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo o de la 
Audiencia Nacional.
En todo caso, conocerán, en los términos de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, de los 
recursos que se deduzcan contra actos y 
disposiciones administrativos de los órganos 
de la Comunidad de Madrid.

 

Artículo 39. Ejercicio de la potestad 
jurisdiccional en Castilla y León. 
2. La competencia de los órganos 
jurisdiccionales en Castilla y León se extiende 
dentro de los órdenes jurisdiccionales civil, 
penal, contencioso administrativo y social a 
todas las instancias, de conformidad con lo 
dispuesto por la legislación estatal. 

Artículo 40.
Los actos y acuerdos y las normas 
reglamentarias emanadas de los 
órganos ejecutivos y administrativos de 
la Comunidad Autónoma serán, en todo 
caso, impugnables ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa.

Artículo 30.
Tres. Las normas reglamentarias y los 
actos y acuerdos emanados de los 
Órganos ejecutivos y administrativos de 
la Comunidad Autónoma serán 
recurribles ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa.

Artículo 53.
Dos. La actividad de la Administración 
Autónoma y sus normas reglamentarias 
estarán sometidas al control de la 
jurisdicción contencioso-administrativa.

Artículo 47.
...Las Leyes de la Generalitat quedan 
excluidas del conocimiento de la 
jurisdicción
Las normas reglamentarias, los 
acuerdos y otros actos administrativos 
de los órganos de la Generalitat serán 
recurribles ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa.

Artículo 139. La Comunidad 
Autónoma como Administración 
Pública.
1. La Comunidad Autónoma es 
Administración Pública a los efectos de 
la Ley Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa.

Artículo 54.
Los actos y disposiciones de la 
Administración del Principado están 
sometidos al control de la jurisdicción 
contencioso-administrativa.

Artículo 22.
Uno. La competencia de los órganos 
jurisdiccionales en Galicia se extiende:
C) En el orden contencioso-
administrativo, a todas las instancias y 
grados, cuando se trate de actos 
dictados por la Junta y por la 
administración de Galicia, en las 
materias cuya legislación corresponda 
en exclusiva a la Comunidad autónoma 
y la que, de acuerdo con la Ley de 
dicha jurisdicción, le corresponda en 
relación con los actos dictados por la 
Administración del Estado en Galicia.

Artículo 141. Competencia de los 
órganos jurisdiccionales en 
Andalucía.
1. La competencia de los órganos 
jurisdiccionales en Andalucía se 
extiende:
b) En el orden contencioso-
administrativo, a los recursos que se 
deduzcan contra los actos y 
disposiciones de las Administraciones 
públicas en los términos que 
establezca la legislación estatal.
Artículo 140. El Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía.
1. El Tribunal Superior de Justicia de 
Andalucía es el órgano jurisdiccional en 
que culmina la organización judicial en 
Andalucía ... En todo caso, el Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía es 
competente en los órdenes 
jurisdiccionales civil, penal, contencioso 
administrativo, social y en los que 
pudieran crearse en el futuro.

Artículo 37.
La competencia de los órganos 
jurisdiccionales en la Comunitat 
Valenciana comprende:
1. El conocimiento y resolución de todos 
los litigios que se sustancien en la 
Comunitat Valenciana, en los órdenes 
jurisdiccionales en los que así proceda, 
en las instancias y grados determinados 
por la legislación del Estado.
2. ... el recurso en interés de ley en el 
ámbito Contencioso-Administrativo 
cuando afecten exclusivamente a 
normas emanadas de la Comunitat 
Valenciana.
3. En materia de Derecho estatal y en 
los órdenes jurisdiccionales que la 
legislación estatal establezca, le 
corresponde al Tribunal Superior de 
Justicia de la Comunitat Valenciana, por 
la vía procesal pertinente, la fijación de 
la doctrina, sin perjuicio de la 
competencia del Tribunal Supremo..

Artículo 37.
Uno. La competencia de los órganos 
jurisdiccionales en Asturias se 
extiende:
c) En el orden contencioso-
administrativo, a los recursos que se 
deduzcan contra los actos y 
disposiciones de las Administraciones 
Públicas, en los términos que 
establezca la Ley Orgánica del Poder 
Judicial.
 

Artículo 43.
1. La competencia de los órganos 
jurisdiccionales en Cantabria se 
extenderá:
b) En el orden contencioso-
administrativo y recursos que se 
deduzcan contra los actos y 
disposiciones de las Administraciones 
públicas en los términos que establezca 
la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 36.
Uno. La competencia de los órganos 
jurisdiccionales de la Comunidad 
Autónoma se extiende:
c) En el orden contencioso-
administrativo a todas las instancias y 
grados cuando se trate de actos o 
reglamentos emanados del Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad 
Autónoma en materias cuya legislación 
corresponde en exclusiva al Parlamento 
de La Rioja y, en primera instancia, 
cuando se trate de actos dictados por la 
Administración del Estado de La Rioja.

Artículo 35.
Uno. La competencia de los órganos 
jurisdiccionales en la Región se 
extiende:
c) En el orden contencioso-
administrativo, a los recursos que se 
deduzcan contra los actos y 
disposiciones de las Administraciones 
públicas, en los términos que 
establezca la Ley Orgánica del Poder 
Judicial.

Artículo 44.
Dos. Las resoluciones de los órganos 
económico-administrativos de la 
Comunidad Autónoma podrán ser 
objeto de recurso contencioso-
administrativo, en los términos 
establecidos por la normativa 
reguladora de esta jurisdicción.

Artículo 51.
Dos. Las resoluciones de los órganos 
económico-administrativos, tanto del 
Estado como de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, podrán ser, en 
todo caso, objeto de recurso 
contencioso-administrativo en los 
términos establecidos en la normativa 
reguladora de esta jurisdicción.

Artículo 38.
3. Los actos y acuerdos y las normas 
reglamentarias emanadas de los 
órganos ejecutivos y administrativos del 
País Vasco serán recurribles ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa.

Artículo 14.
1. La competencia de los órganos 
jurisdiccionales en el País Vasco se 
extiende:
C) En el orden contencioso-
administrativo, a todas las instancias y 
grados cuando se trate de actos 
dictados por la administración del País 
Vasco en las materias cuya legislación 
exclusiva corresponde a la Comunidad 
Autónoma, y, en primera instancia, 
cuando se trate de actos dictados por la 
Administración del Estado.

Artículo 95. El Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña.
1. El Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña es el órgano jurisdiccional en 
que culmina la organización judicial en 
Cataluña y es competente, en los 
términos establecidos por la Ley 
Orgánica correspondiente, para 
conocer de los recursos y de los 
procedimientos en los distintos órdenes 
jurisdiccionales y para tutelar los 
derechos reconocidos por el presente 
Estatuto. En todo caso, el Tribunal 
Superior de Justicia de Cataluña es 
competente en los órdenes 
jurisdiccionales civil, penal, 
contencioso-administrativo, social y en 
los otros que puedan crearse en el 
futuro.

Artículo 27.
En todo caso, corresponde al Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias:
1. Conocer de las responsabilidades que se 
indican en los artículos 10 y 19 de este 
Estatuto.
2. Entender de los recursos relacionados 
con los procesos electorales de la 
Comunidad Autónoma.

Disposición transitoria Primera.- Hasta 
tanto no se promulgue la Ley Electoral 
Regional pertinente, a que se hace referencia 
el artículo diez, y que habrá de obtener el 
voto final favorable de la mayoría absoluta de 
los Diputados, las Cortes de Castilla-La 
Mancha se elegirán de acuerdo con las 
normas siguientes:
Cinco. Para los recursos que tuvieran por 
objeto la impugnación de la elección y 
proclamación de los miembros electos será 
competente la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la audiencia territorial de 
Albacete hasta que se quede constituido el 
Tribunal Superior de Justicia de la Región.

Disposición transitoria cuarta.
En tanto una ley de Cataluña no regule 
el procedimiento para las elecciones al 
Parlamento, éste será elegido de 
acuerdo con las normas siguientes:
4. Las Juntas Provinciales electorales 
tendrán, dentro de los limites de su 
respectiva jurisdicción, la totalidad de 
las competencias que la normativa 
electoral vigente atribuye a la Junta 
Central.
Para los recursos que tuvieran por 
objeto la impugnación de la validez de 
la elección y la proclamación de 
Diputados electos será competente la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Territorial de Barcelona, 
hasta que quede integrada en el 
Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña, que también entenderá de 
los recursos o impugnaciones que 
procedan contra los acuerdos de las 
Juntas Electorales Provinciales.
Contra las resoluciones de dicha Sala 
de la Audiencia Territorial no cabrá 
recurso alguno.

Disposiciones transitorias
Primera.
El primer Parlamento gallego será 
elegido de acuerdo con las normas 
siguientes:
Cuatro. Las Juntas provinciales 
electorales tendrán, dentro de los limites 
de su respectiva jurisdicción, la totalidad 
de las competencias que la normativa 
electoral vigente atribuye a la Junta 
central.
Para los recursos que tuvieran por 
objeto la impugnación de la validez de 
la elección y proclamación de los 
miembros electos será competente la 
sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la audiencia territorial de La Coruña, 
hasta que quede integrada en el tribunal 
superior de justicia de Galicia, que 
también entenderá de los recursos o 
impugnaciones que procedan contra los 
acuerdos de las Juntas electorales 
provinciales.
Contra las resoluciones de dicha sala 
de la audiencia territorial, no cabrá 
recurso alguno.

Disposición transitoria primera.
Las primeras elecciones a la Asamblea 
Regional de Cantabria se realizarán 
entre el uno de febrero y el treinta y uno 
de mayo de mil novecientos ochenta y 
tres, por sufragio universal, igual, libre, 
directo y secreto, de los mayores de 
dieciocho años, según el sistema 
D'hont, en base a los siguientes 
criterios:...
La Junta Electoral Provincial tendrá, 
dentro de los límites de su jurisdicción, 
la totalidad de las competencias 
atribuidas a la Junta Central. Para los 
recursos que no tuvieran por objeto las 
impugnaciones de la validez de la 
elección y proclamación de los 
miembros electos, será competente la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Territorial de Burgos. 
Contra las resoluciones de la misma no 
cabrá recurso alguno....

Artículo 142. Competencias del 
Tribunal Superior de Justicia.
En todo caso, corresponde al Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía, de 
conformidad con lo previsto en las leyes 
estatales:
2.º Entender de los recursos 
relacionados con los procesos 
electorales de la Comunidad Autónoma 
con arreglo a las leyes.

Artículo 28.
Corresponde, además, al Parlamento 
Vasco:
C) Interponer el recurso de 
inconstitucionalidad.

Artículo 38.
1. Las leyes del Parlamento Vasco 
solamente se someterán al control de 
constitucionalidad por el Tribunal 
Constitucional.

Artículo 61. Funciones.
Corresponden al Parlamento, además 
de las funciones establecidas por el 
artículo 55, las siguientes:
e) Interponer el recurso de 
inconstitucionalidad y personarse ante 
el Tribunal Constitucional en otros 
procesos constitucionales, de acuerdo 
con lo que establezca la Ley Orgánica 
del Tribunal Constitucional.

Artículo 76. Funciones.
1. El Consejo de Garantías Estatutarias 
es la institución de la Generalitat que 
vela por la adecuación al presente 
Estatuto y a la Constitución de las 
disposiciones de la Generalitat en los 
términos que establece el apartado 2....
3. El Consejo de Garantías Estatutarias 
debe dictaminar antes de la 
interposición del recurso de 
inconstitucionalidad por parte del 
Parlamento o del Gobierno, antes de la 
interposición de conflicto de 
competencia por el Gobierno y antes de 
la interposición de conflicto en defensa 
de la autonomía local ante el Tribunal 
Constitucional.

Artículo 10.
Uno. Son funciones del Parlamento de 
Galicia las siguientes:
G) Interponer recursos de 
inconstitucionalidad y personarse ante 
el Tribunal Constitucional en los 
supuestos y en los términos previstos 
en la Constitución y en la Ley Orgánica 
del Tribunal Constitucional.

Artículo 13.
Tres. El control de la constitucionalidad 
de las Leyes del Parlamento de Galicia 
corresponderá al Tribunal 
Constitucional.

Artículo 19.
La Junta de Galicia podrá interponer 
recursos de inconstitucionalidad y 
personarse ante el Tribunal 
Constitucional en los supuestos y 
términos previstos en la Constitución y 
en la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional.

Artículo 115. Control de 
constitucionalidad.
El control de constitucionalidad de las 
disposiciones normativas de la 
Comunidad Autónoma con fuerza de ley 
corresponde exclusivamente al Tribunal 
Constitucional.

Artículo 24.
Compete también a la Junta General:
Once. Interponer recursos de 
inconstitucionalidad y personarse ante 
el Tribunal Constitucional en los 
supuestos y términos previstos en la 
Constitución y en la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional.

Artículo 52
Las Leyes del Principado solamente se 
someterán al control de 
constitucionalidad que ejerce el 
Tribunal Constitucional.
 

Artículo 9.
Corresponde al Parlamento de 
Cantabria:
11. Interponer recursos de 
inconstitucionalidad y personarse ante 
el Tribunal Constitucional, en los 
términos previstos en la Constitución y 
en la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional.

Artículo 21.
El Gobierno podrá interponer recursos 
de inconstitucionalidad, suscitar 
conflictos de competencia y personarse 
ante el Tribunal Constitucional en los 
supuestos y términos previstos en la 
Constitución y en la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional.

Artículo 39.
1. Las leyes del Parlamento de 
Cantabria estarán excluidas del recurso 
contencioso-administrativo y 
únicamente sujetas al control de su 
constitucionalidad, ejercido por el 
Tribunal Constitucional.
2. El Parlamento de Cantabria podrá ser 
parte y personarse en los conflictos 
constitucionales.

Artículo 19.
Uno. El Parlamento, de conformidad 
con la Constitución, el presente Estatuto 
y el resto del ordenamiento jurídico, 
ejerce las siguientes funciones:
j) Interponer recursos ante el Tribunal 
Constitucional y personarse ante el 
mismo en las actuaciones en que así 
proceda.

Artículo 24.
Uno. El Gobierno, como órgano 
colegiado, ejerce las funciones 
ejecutivas y la Administración de la 
Comunidad Autónoma, 
correspondiéndole en particular:
b) Interponer recursos ante el Tribunal 
Constitucional y personarse en las 
actuaciones en que así proceda.

Artículo 30.
Uno. Las Leyes de la Comunidad 
Autónoma solamente están sometidas 
al control de Constitucionalidad que 
ejerce el Tribunal Constitucional.

Artículo 23.
Compete a la Asamblea Regional:
11. Interponer el recurso de 
inconstitucionalidad, contra Leyes, 
disposiciones o actos con fuerza de Ley 
del Estado que puedan afectar al 
ámbito de la Autonomía para la Región, 
de acuerdo con lo dispuesto en la 
Constitución y en la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional.

Artículo 32.
1. ...El Consejo de Gobierno está 
facultado para interponer recurso de 
inconstitucionalidad de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 32.2 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional, 
así como para suscitar los conflictos de 
competencia que opongan a la Región 
con el Estado o con otras Comunidades 
Autónomas de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 161.1,c), de la 
Constitución, y en los artículos 59 y 
siguientes de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional.

Artículo 53.
Uno. Las Leyes, actos y disposiciones 
normativas con fuerza de Ley de la 
Comunidad Autónoma, así como el 
Reglamento de la Asamblea Regional, 
solamente se someterán al control del 
Tribunal Constitucional.

Artículo 22.
Son funciones de Les Corts:
h) Interponer recursos de 
inconstitucionalidad, así como personarse 
ante el Tribunal Constitucional.

Artículo 32.
El Consell podrá interponer el recurso de 
inconstitucionalidad. También podrá, por 
propia iniciativa o con el acuerdo previo 
de Les Corts, suscitar los conflictos de 
competencia a los que hace referencia 
el apartado c) del número 1 del artículo 
161 de la Constitución Española.

Artículo 47.
Las Leyes de la Generalitat quedan 
excluidas del conocimiento de la 
jurisdicción contencioso-administrativa, y 
están sujetas sólo al control de 
constitucionalidad, ejercido por el 
Tribunal Constitucional.

Artículo 41. Funciones. 
Corresponde a las Cortes de Aragón: 
j) La interposición del recurso de 
inconstitucionalidad y la personación ante el 
Tribunal Constitucional en los conflictos de 
competencias. 

Artículo 57. Procedimientos ante el 
Tribunal Constitucional. 
El Gobierno de Aragón podrá interponer 
recursos de inconstitucionalidad, plantear 
conflictos de competencias y personarse en 
el Tribunal Constitucional en los supuestos y 
términos previstos en la Constitución y en la 
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 

Artículo 9.
Dos. Compete a las Cortes de Castilla-La 
Mancha:
i) Interponer recursos de inconstitucionalidad 
y personarse ante el Tribunal Constitucional 
en los supuestos y en los términos previstos 
en la Constitución y en la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional.

Artículo 12.
Tres. El control de la constitucionalidad de 
las Leyes regionales corresponderá al 
Tribunal Constitucional en los términos 
previstos en su Ley Orgánica.

Artículo 18.
El Consejo de Gobierno podrá interponer 
recursos de inconstitucionalidad y personarse 
ante el Tribunal Constitucional en los 
supuestos y términos previstos en la 
Constitución y en su Ley orgánica.

Artículo 12.
9. El control de la constitucionalidad de las 
Leyes del Parlamento de Canarias 
corresponderá al Tribunal Constitucional.

Artículo 13.
Son funciones del Parlamento:
f) Interponer recursos de inconstitucionalidad 
y personarse ante el Tribunal Constitucional 
en los supuestos y en los términos previstos 
en la Constitución.

Artículo 15.
Corresponde al Gobierno de Canarias:
Cuatro. La interposición de recursos de 
inconstitucionalidad y cuantas facultades le 
atribuya la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional.

Artículo 42.
Uno. Las Leyes del Parlamento canario 
únicamente podrán someterse al control de 
su constitucionalidad por el Tribunal 
Constitucional.

Artículo 36.
En los casos y en la forma establecidos en 
las Leyes, el Parlamento y la Diputación 
estarán legitimados para suscitar conflictos 
de competencia y para promover recursos 
de inconstitucionalidad.

Artículo 37.
Las Leyes Forales únicamente estarán 
sujetas al control de constitucionalidad que 
ejerce el Tribunal Constitucional.

Artículo 16. Carácter y atribuciones.
2. Corresponde a la Asamblea de 
Extremadura:
n) Interponer recursos de 
inconstitucionalidad y demás procedimientos 
de la competencia del Tribunal 
Constitucional para los que esté legitimada, 
o personarse en ellos, en defensa del interés 
de la Comunidad Autónoma.

Artículo 32. Atribuciones.
Corresponde a la Junta de Extremadura:
2. Interponer recursos de 
inconstitucionalidad y demás procedimientos 
de la competencia del Tribunal 
Constitucional para los que esté legitimada, 
o personarse en ellos en defensa de los 
intereses de la Comunidad Autónoma.

Artículo 41. Control jurisdiccional de 
disposiciones y actos.
1. Las leyes de la Asamblea de Extremadura 
y los decretos leyes están excluidos del 
recurso contencioso-administrativo y 
únicamente sujetos al control de 
constitucionalidad, sin perjuicio del sistema 
de resolución de conflictos del artículo 44 de 
este Estatuto.
2. Los decretos legislativos podrán ser 
fiscalizados por la jurisdicción constitucional 
y, en su caso, por la contencioso-
administrativa en los supuestos de 
desviación o exceso en el ejercicio de la 
delegación legislativa. No procederá la 
revisión contenciosa cuando el texto 
articulado o refundido se hubiere debatido y 
votado por la Asamblea de Extremadura.

Artículo 50. Funciones. 
Corresponde también al Parlamento: 
4. Interponer el recurso de 
inconstitucionalidad ante el Tribunal 
Constitucional en los casos previstos en la 
legislación vigente. 

Artículo 59. Presentación de recursos. 
El Gobierno podrá interponer recurso de 
inconstitucionalidad, suscitar conflictos de 
competencia y personarse ante el Tribunal 
Constitucional en los supuestos y términos 
previstos en la Constitución y en la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional. 

Artículo 81. Control jurisdiccional. 
1. Las leyes del Parlamento de la Comunidad 
Autónoma estarán únicamente sujetas al 
control de constitucionalidad ejercido por el 
Tribunal Constitucional. 

Artículo 16.
3. Corresponde, igualmente, a la Asamblea:
g) La interposición del recurso de 
inconstitucionalidad y la personación ante el 
Tribunal Constitucional, en los supuestos y 
términos previstos en la Constitución y en la 
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

Artículo 41.
El Gobierno podrá interponer recursos de 
inconstitucionalidad, suscitar conflictos de 
competencia y personarse ante el Tribunal 
Constitucional en los supuestos o términos 
previstos en la Constitución y en la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional.

Artículo 42.
Las Leyes de la Asamblea estarán sujetas 
únicamente al control de constitucionalidad 
por el Tribunal Constitucional.

Artículo 24. Atribuciones. 
Corresponde a las Cortes de Castilla y León: 
7. Interponer recursos de inconstitucionalidad, 
de acuerdo con lo que establece el artículo 
162, apartado 1.a), de la Constitución, y la 
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 

Artículo 30. Atribuciones. 
Corresponde a la Junta de Castilla y León: 
2. Interponer recursos de inconstitucionalidad 
en los términos que establece el artículo 
162.1.a) de la Constitución y suscitar, en su 
caso, conflictos de competencia con el Estado 
u otra Comunidad Autónoma, según lo 
previsto en la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional, personándose en estos 
últimos por acuerdo de las Cortes de Castilla 
y León o por propia iniciativa. 

Artículo 36.
En los casos y en la forma establecidos en 
las Leyes, el Parlamento y la Diputación 
estarán legitimados para suscitar conflictos 
de competencia y para promover recursos 
de inconstitucionalidad.

Artículo 38.
2. Para los supuestos previstos en el 
artículo 150,1, de la Constitución se 
estará a lo que en el mismo se dispone.

Artículo 23.
1. La Administración Civil del Estado en 
el territorio vasco se adecuará al ámbito 
geográfico de la Comunidad Autónoma .
 2. De conformidad con el artículo 154 
de la Constitución un Delegado 
nombrado por el Gobierno la dirigirá y la 
coordinará, cuando proceda, con la 
Administración propia de la Comunidad 
Autónoma .

Disposición transitoria Séptima.
2. Lo previsto en el artículo 23,1 de este 
Estatuto se entenderá sin perjuicio de 
las peculiaridades que por su propia 
naturaleza puedan requerir, respecto al 
ámbito territorial de prestación, 
determinados servicios de la 
Administración Civil del Estado.

Artículo 66.
Un delegado nombrado por el Gobierno de la 
Nación dirigirá la Administración del Estado 
en Navarra y la coordinará, cuando proceda, 
con la Administración Foral.

Artículo 44.
2. En las materias incluidas en los 
artículos 50 y 51 del presente Estatuto, y 
en defecto de la legislación estatal 
correspondiente, la Generalitat podrá 
dictar normas de validez provisional de 
acuerdo con aquello establecido en el 
apartado anterior. Estas normas se 
considerarán derogadas con la entrada 
en vigor de las estatales 
correspondientes, si es que no hay una 
disposición expresa en sentido contrario. 
El ejercicio de esta facultad de dictar 
legislación concurrente exigirá la 
comunicación previa al Delegado del 
Gobierno.

Artículo 42.
Dos. Las normas reglamentarias y los actos 
y acuerdos emanados de los órganos 
ejecutivos y administrativos de la Comunidad 
Autónoma de Canarias serán recurribles en 
la vía contencioso-administrativa, sin 
perjuicio de los recursos administrativos y 
económicos-administrativos que procedan y 
de lo establecido en el artículo ciento 
cincuenta y tres, b) , de la Constitución.

Disposición adicional cuarta.
La sede de la Delegación del Gobierno de la 
Nación en la Comunidad Autónoma de 
Canarias radicará en la ciudad de Las 
Palmas de Gran Canaria.

Artículo 30.
Dos. El Gobierno, previo dictamen del 
Consejo de Estado, controlará la 
actividad de los órganos de la 
Comunidad Autónoma relativa al 
ejercicio de funciones delegadas 
conforme al artículo ciento cincuenta y 
tres, b) de la Constitución.

Artículo 53.
Tres. Lo dispuesto en los apartados 
anteriores se entiende sin perjuicio de 
las medidas de control que puedan 
establecerse en virtud de lo previsto en 
los números uno y dos del artículo 
ciento cincuenta de la Constitución.

Artículo 30.
Uno. La provincia es una Entidad local con 
personalidad jurídica propia, determinada por 
la agrupación de municipios y división 
territorial para el cumplimiento de las 
actividades del Estado. La provincia se 
configura también como circunscripción 
territorial para el ejercicio de las 
competencias y funciones de la Región. 
Cualquier alteración de los límites 
provinciales habrá de ser aprobada por las 
Cortes Generales mediante Ley Orgánica.

Artículo 61.
Dos. La audiencia de cuentas, dependiente 
del Parlamento de Canarias, realizará las 
funciones de fiscalización externa de la 
gestión económica, financiera y contable del 
sector público de la Comunidad Autónoma y 
demás Entes públicos de Canarias, sin 
perjuicio de las competencias que 
corresponden al Tribunal de Cuentas de 
acuerdo con la Constitución.
Ejercerá sus funciones por delegación del 
Parlamento en el examen y comprobación 
de la Cuenta General de la Comunidad 
Autónoma canaria.
Una Ley del Parlamento de Canarias 
regulará su organización y funcionamiento.

Artículo 18 bis.
3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los 
apartados anteriores, la Cámara de Comptos 
remitirá sus actuaciones al Tribunal de 
Cuentas. El dictamen del Tribunal de 
Cuentas será enviado con su respectivo 
expediente al Parlamento de Navarra para 
que éste, en su caso, adopte las medidas 
que procedan.
4. Corresponderá al Tribunal de Cuentas el 
enjuiciamiento de la responsabilidad 
contable en que pudieran incurrir quienes en 
Navarra tengan a su cargo el manejo de 
caudales o efectos públicos y, por acción u 
omisión contraria a la ley, originen 
menoscabo de los mismos.
Si, en el ejercicio de su función fiscalizadora, 
la Cámara de Comptos advirtiera la 
existencia de indicios de responsabilidad 
contable dará traslado de las 
correspondientes actuaciones al Tribunal de 
Cuentas.

Artículo 82. Sindicatura de Cuentas. 
1. Sin perjuicio de las competencias que 
correspondan al Tribunal de Cuentas, la 
Sindicatura de Comptes es el órgano al cual 
corresponde la fiscalización externa de la 
actividad económica, financiera y contable 
del sector público de las Illes Balears. 
2. La «Sindicatura de Comptes» estará 
formada por tres Síndicos, elegidos por el 
Parlamento por mayoría de tres quintas 
partes de los Diputados. 
3. Una ley del Parlamento regulará su 
funcionamiento y organización. 

Artículo 44.
El control económico y presupuestario de la 
Comunidad de Madrid se ejercerá por la 
Cámara de Cuentas, sin perjuicio del que 
corresponda al Tribunal de Cuentas, de 
acuerdo con lo establecido en los artículos 
136 y 153.d) de la Constitución.
Por Ley de la Asamblea se regularán la 
composición y funciones de la Cámara de 
Cuentas.

Artículo 90. Consejo de Cuentas. 
1. El Consejo de Cuentas, dependiente de las 
Cortes de Castilla y León, realizará las 
funciones de fiscalización externa de la 
gestión económica, financiera y contable del 
sector público de la Comunidad Autónoma y 
demás entes públicos de Castilla y León, sin 
perjuicio de las competencias que 
corresponden al Tribunal de Cuentas de 
acuerdo con la Constitución. 
2. Una ley de Cortes regulará sus 
competencias, organización y funcionamiento. 

Artículo 53.
Dos. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo ciento treinta y seis y en el 
apartado d) del artículo ciento cincuenta 
y tres de la Constitución, se crea el 
Consejo de Cuentas de Galicia. Una 
Ley de Galicia regulará su organización 
y funcionamiento y establecerá las 
garantías, normas y procedimientos 
para asegurar la rendición de las 
cuentas de la Comunidad Autónoma, 
que deberá someterse a la aprobación 
del Parlamento.

Artículo 55.
1. El control económico y 
presupuestario del Principado de 
Asturias se ejercerá por la sindicatura 
de cuentas del Principado, sin perjuicio 
de las funciones de Tribunal de 
Cuentas del Reino.

Artículo 41.
El control económico y presupuestario 
de la Comunidad Autónoma se ejercerá 
por el Tribunal de Cuentas del Estado.
El informe del Tribunal de Cuentas será 
remitido además de a las Cortes 
Generales, al Parlamento de Cantabria.
Lo establecido en los párrafos 
anteriores se llevará a cabo de acuerdo 
con lo que disponga la ley orgánica 
prevista en el artículo 136, apartado 4, 
de la Constitución.

Artículo 32.
El control económico y presupuestario 
de la Comunidad Autónoma se ejercerá 
por el Tribunal de Cuentas conforme a 
lo dispuesto en los artículos 136 y 
153.d) de la Constitución.

Artículo 54.
El control económico y presupuestario 
de la Región se ejercerá por el Tribunal 
de Cuentas del Estado, y sus 
investigaciones y actuaciones podrán 
producirse tanto a iniciativa de los 
órganos Regionales como del Consejo 
auditor del Tribunal de Cuentas, todo 
ello sin perjuicio de las facultades que 
corresponden a la Asamblea Regional.
El informe del Tribunal de Cuentas será 
remitido a la Asamblea Regional y a las 
Cortes Generales.

Artículo 106. Funciones.
Corresponde al Parlamento de 
Andalucía:
16.º La interposición de recursos de 
inconstitucionalidad y la personación en 
los procesos constitucionales de 
acuerdo con lo que establezca la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional.

Artículo 119. Composición y 
funciones.
4. Corresponde al Consejo de Gobierno 
la interposición de recursos de 
inconstitucionalidad y conflictos de 
competencia, así como la personación 
en los procesos constitucionales de 
acuerdo con lo que establezca la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional.

Artículo 112. Cámara de Cuentas de 
Aragón. 
1. La Cámara de Cuentas de Aragón es, sin 
perjuicio de las competencias que la 
Constitución atribuye al Tribunal de Cuentas, 
el órgano fiscalizador de la gestión 
económico-financiera, contable y operativa 
del sector público de la Comunidad 
Autónoma de Aragón. 
Asimismo, fiscalizará la gestión económico-
financiera, contable y operativa de las 
entidades locales del territorio aragonés, sin 
perjuicio de las competencias que en este 
ámbito ostente el Tribunal de Cuentas. 

Artículo 46. Consejo de Cuentas.
1. El Consejo de Cuentas, con sede en la 
ciudad de Cáceres y dependiente de la 
Asamblea, controla externamente la 
actividad financiera y presupuestaria de las 
instituciones, de la Administración 
autonómica, de las entidades locales, del 
sector público dependiente de aquella y de 
estas, así como de las universidades 
públicas de Extremadura, fiscalizando sus 
cuentas con criterios de legalidad, economía 
y eficiencia en el gasto, sin perjuicio de la 
jurisdicción y competencia del Tribunal de 
Cuentas del Reino, que podrá delegar en el 
Consejo aquellas funciones jurisdiccionales 
que permita su ley constitutiva.

Artículo 9.
Dos. Compete a las Cortes de Castilla-La 
Mancha:
j) Examinar y aprobar las cuentas generales 
de la Junta de Comunidades sin perjuicio de 
las funciones que correspondan al Tribunal 
de Cuentas.
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